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Procedencia:

Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira

Derechos:


Debido proceso, mínimo vital  y  seguridad social.
ASUNTO:
Se pronuncia la Sala Dual en torno a la impugnación interpuesta por el apoderado de la parte actora, contra el fallo de 15 de junio de 2010 mediante el cual el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad, negó la tutela de los derechos fundamentales invocados por la ciudadana Lucero Guerra Avendaño, en contra del Instituto del Seguro Social.
ANTECEDENTES:
Se demanda la protección de los derechos fundamentales del debido proceso, al mínimo vital, a la seguridad social, a la igualdad y la dignidad humana, presuntamente vulnerados con la actividad del Instituto del Seguro Social, por cuanto no ha resuelto en forma favorable petición que ante dicha entidad formuló para reclamar la pensión como sobreviviente de su cónyuge Inocencio Ávila Mejía fallecido el 28 de marzo de 2002.
De la actuación se infiere fundadamente que la actora presentó el 3 de abril de 2003 petición ante la Gerencia Seccional Tolima del I.S.S., solicitando pensión de sobreviviente del asegurado Inocencio Ávila Mejía, resuelta en forma desfavorable mediante Resolución 043 del 26 de enero de 2004 y agotado el recurso de apelación, fue confirmado lo decidido, según resolución 31503 del 25 de octubre de 2005 emanada de la Gerencia Nacional de Atención al Pensionado.
SENTENCIA DE PRIMER GRADO:
En primera instancia luego de valorar lo actuado y de reflexionar sobre esta clase de acción, la operadora jurídica precisó que este es un medio excepcional para reclamar derechos pensionales, el cual está regido entre otros por principios tales como la consumación de perjuicio irremediable y la inmediatez, elementos que no convergen, por lo que resolvió negar el amparo deprecado.
IMPUGNACIÓN
El gestor judicial de la ciudadana Guerra Avendaño al sustentar la impugnación propuesta, adujo que la sentencia no era congruente al negar la garantía de los derechos agraviados, sin valorar la buena fe y la presunción de los hechos. Así mismo, que desconoció el agotamiento de vía gubernativa y que la actora es una persona inválida, con especial protección por su estado de indefensión.
Trae como referencia jurisprudencia sobre la protección a la persona inválida, la inmediatez y la pensión de invalidez.
CONSIDERACIONES

1. Competencia:

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la

Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

2. Problema jurídico planteado:

Le corresponde determinar a esta Corporación, (i) si el Instituto del Seguro Social, efectivamente vulneró los derechos fundamentales invocados por la ciudadana promotora de la acción y si es ineludible su amparo, (ii) si procede la revocatoria de la decisión de primera instancia como lo solicita la impugnante, o (iii) si el fallo se encuentra ajustado a derecho y por ende merece la ratificación.

SOLUCIÓN:

Conforme con lo preceptuado por el artículo 86 de la Carta Constitucional, toda persona tiene acción de tutela para invocar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, bien directamente o a través de representante, la protección inmediata de sus derechos fundamentales, cuando estén siendo vulnerados o amenazados con la acción u omisión de cualquier autoridad pública, o con la conducta de algunos particulares en los casos expresamente previstos en la ley.

A raíz de la muerte del señor Inocencio Ávila Mejía ocurrida el 28 de marzo de 2002, su compañera supérstite solicitó el 3 de abril de 2003 al Instituto del Seguro Social, se le reconociera y pagara una pensión de sobreviviente, en virtud de la cotización que por 655 semanas había hecho al sistema pensional. Negada la pretensión con agotamiento de la vía administrativa en fecha 25 de octubre de 2005, el día 5 de marzo de 2010 recurrió a la acción de tutela en busca del amparo de tales derechos.
La decisión que ahora revisa esta Colegiatura, no accedió a la protección reclamada, situación que incomodó al apoderado de la  actora, quien la impugnó centrándose la discusión en la viabilidad de esta acción como mecanismo idóneo para conjurar la amenaza de los derechos en discusión.
Evaluados los hechos y el cárdumen probatorio, tenemos que el deceso de quien fuera la cabeza de la familia Ávila-Guerra ocurrió el 28 de marzo de 2002, hace más de 9 años a la fecha; de otra parte, la reclamación por vía administrativa se inició en abril de 2003 y concluyó en octubre de 2005; y la acción constitucional se promovió el 5 de marzo de 2010, es decir, cuando han transcurrido casi cinco años de haberse agotado la vía gubernativa y por ende de tener expedita la oportunidad para instaurar la acción ante el juez natural.
Como bien se argumentó por la instancia, no aparece en los autos prueba demostrativa por parte de la demandante, sobre la supuesta crisis económica, ya que su compañero lleva más de ocho años de haber fallecido, y pese a ello no ha acreditado afectación al derecho mínimo vital, aunado todo lo anterior a que sus hijos son mayores de edad.
De tal manera que en ausencia de los presupuestos jurisprudenciales de subsidiaridad, inmediatez y perjuicio irremediable, no es dable al juez constitucional sustituir los procedimientos ordinarios, soslayando las competencias legales asignadas al juzgador natural. Esta expedita acción constitucional no puede convertirse en tabla de salvación frente a la inactividad de quien dice ostentar un derecho para accionar ante el operador judicial ordinario, pues no solo se desnaturaliza la filosofía y esencia del tal mecanismo, sino que además, con su práctica reiterada, la convertimos en el medio sustitutivo permanente de las competencias instituidas.
El sentido de los principios de subsidiaridad e inmediatez, aparece decantado por la jurisprudencia Constitucional, así:
“Como ya se anotó en la presente sentencia, uno de los requisitos de la acción de tutela es la subsidiariedad. Ligado a este requisito se encuentra el de inmediatez. Así pues, mientras el primero de los requisitos enunciados se encarga de especificar el carácter material del mecanismo, el segundo expresa las condiciones en el tiempo que debe cumplir. El juicio de valor afirmativo sobre los dos, determina la procedencia de la acción. En este sentido, expresan conceptos que son a su vez requisitos procedimentales, que corresponde al juez llenar de contenido completo para el caso concreto. La definición del concepto debe por consiguiente tener este mismo carácter procedimental, es decir, enunciar criterios formales o pasos para determinar en el caso específico si se cumplen o no.

“Esto ocurre por tanto en el caso del requisito de inmediatez., que ha definido la jurisprudencia de la Corte Constitucional, como la interposición del mecanismo de la tutela dentro de un término, oportuno, justo y razonable, correspondiendo al Juez Constitucional, determinar su cumplimiento para el caso concreto. Esto es así porque la forma misma de la tutela, es decir, lo expedito de su resolución se relaciona con la necesidad de protección inmediata del derecho fundamental de que se trate. Ha dicho la Corte Constitucional al respecto: “Que se cumpla el requisito de la inmediatez, es decir, que la tutela se hubiere interpuesto en un término razonable y proporcionado a partir del hecho que originó la vulneración. De lo contrario, esto es, de permitir que la acción de tutela proceda meses o aún años después de proferida la decisión, se sacrificarían los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de conflictos”. No obstante esto, cuando el juicio de valor sobre la inmediatez resulta prima facie negativo, deberá el juez de tutela verificar si existe alguna Justificación para la demora en la interposición de la acción de amparo.

“La necesidad de valoración concreta del tiempo para determinar el cumplimiento o no del requisito de inmediatez es lo que expresa la noción de razonabilidad a que hace referencia la jurisprudencia de la corporación. Al respecto ha dicho: “Ahora bien, ¿cuáles factores deben ser tenidos en cuenta para determinar la razonabilidad del lapso? La Corte ha establecido, cuando menos, cuatro de ellos: (i) si existe un motivo válido para la inactividad de los accionantes; (ii) si la inactividad justificada vulnera el núcleo esencial de los derechos de terceros afectados con la decisión; (iii) si existe un nexo causal entre el ejercicio tardío de la acción y la vulneración de los derechos fundamentales del interesado; (iv) si el fundamento de la acción de tutela surgió después de acaecida la actuación violatoria de los derechos fundamentales, de cualquier forma en un plazo no muy alejado de la fecha de interposición”.

Desconoce la Sala el motivo para haber demorado tanto la iniciación de la acción constitucional, así como para deprecar ante el juez natural el reconocimiento de sus derechos, no siendo dable especular acerca de ese particular, pues ello se constituye en carga de la prueba que el actor debe acreditar, como quiera que proviene de una conducta posiblemente omisiva atribuible a esta parte.
Al interponer el recurso, ha señalado el abogado gestor que la accionante es persona inválida, pero ni siquiera procura indicar la clase de invalidez o el motivo que la causó y menos acreditar documentalmente la situación de precariedad en la salud de su patrocinada. Lanzar afirmaciones al garete podría comportar temeridad, pues aprecia la Sala que la señora concurrió el día 30 de junio de 2009 a la Notaría Única de Honda a rendir declaración extra proceso, sin mencionar discapacidad alguna.
La buena fe y la presunción de los hechos, no es como la plantea el recurrente, puesto que estos elementos se deben valorar por el juez con ocasión de la acción, a partir de hechos indicadores que le revelen tales situaciones, sin que le sea dable acoger ciegamente la situación fáctica narrada en el libelo, haciendo abstracción de un mínimo de soporte probatorio.

Para el caso que ocupa la atención de la Colegiatura, tenemos que cuando el señor Ávila Mejía falleció tenía 54 años de edad y no usufructuaba el derecho de una pensión por incapacidad, ni por vejez con cuyo producto sustentara su hogar, por lo que aprecia la Sala un statu quo frente al derecho de accionar ante la justicia laboral, que no puede ser suplido mediante el uso indecoroso de esta vía, para arropar la incuria de su titular.
En lo que respecta a la decisión del 23 de febrero de 2010, adoptada por esta Sala en sede de tutela -traída como referencia por el impugnante- es menester aclarar que no son iguales las circunstancias que rodeaban a la tutelante, pues se protegió a una mujer de la tercera edad (76 años), con imposibilidad de ingresar al campo laboral y por ende impedida para su congrua subsistencia.
Igualdad entre los iguales y desigualdad entre los desiguales, es la regla que gobierna este derecho fundamental, para significar que la señora Lucero Guerra Avendaño, es una mujer que para época del fallecimiento de su compañero contaba con 42 años de edad, hoy tiene 50 y aún puede procurar su subsistencia, además de contar con tres hijos mayores de edad, que legalmente estarían obligados a proveerle alimentos, en el evento de presentar alguna invalidez, como ahora se aduce.
Las anteriores razones, aunadas a lo expuesto por la Juez a-quo, llevan a la convicción de que la acción reclamada deviene desfavorable, por lo que es menester ratificar el fallo examinado, dado que a la ciudadana Guerra Avendaño, no se le está vulnerando derecho alguno con la actuación de la entidad pública accionada y que aún tiene expedita la vía del juez natural para hacer valer sus derechos.
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Dual de decisión Penal, administrando justicia en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución,
RESUELVE:

Primero: Confirmar el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, en cuanto fue materia de impugnación.

Segundo: Notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991 y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

Cópiese, notifíquese y cúmplase

LEONEL ROGELES MORENO                  JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado









    Magistrado
WILSON FREDY LOPEZ
Secretario

� Sentencia T-783 del 30 de octubre de 2009
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